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66ª sesión plenaria
Lunes 8 de diciembre de 1997, a las 10.00 horas
Nueva York

Presidente: Sr. Udovenko . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . (Ucrania)

Se abre la sesión a las 10.10 horas.

Tema 50 del programa

Informe del Tribunal Penal Internacional para el
enjuiciamiento de los presuntos responsables de
genocidio y otras violaciones graves del derecho
internacional humanitario cometidas en el territorio
de Rwanda y de los ciudadanos rwandeses
presuntamente responsables de genocidio y otras
violaciones de esa naturaleza cometidas en el territorio
de Estados vecinos entre el 1º de enero y el 31 de
diciembre de 1994

Nota del Secretario General por la que se
transmite el segundo informe anual del Tribunal
Penal Internacional (A/52/582)

El Presidente (interpretación del inglés): ¿Puedo
considerar que la Asamblea toma nota del segundo informe
anual del Tribunal Penal Internacional para Rwanda?

Así queda acordado.

El Presidente (interpretación del inglés): Tiene la
palabra el Sr. Laïty Kama, Presidente del Tribunal Penal
Internacional para Rwanda.

Sr. Kama (Presidente del Tribunal Penal Interna-
cional para Rwanda) (interpretación del francés): Señor

Presidente: Le estoy muy agradecido por el insigne honor
que me ha concedido de hacer uso de la palabra nuevamen-
te ante esta Asamblea para presentar el segundo informe
anual del Tribunal Penal Internacional para Rwanda. En
primer lugar, permítame agradecerle el honor que me hace
y también felicitarlo por haber sido elegido para este impor-
tante cargo de Presidente de la Asamblea General.

Hace exactamente un año, cuando hice uso de la
palabra por primera vez ante la Asamblea para presentar el
primer informe anual del Tribunal Penal Internacional para
Rwanda, nuestra jurisdicción era objeto de numerosas y
severas críticas después de una investigación llevada a cabo
por la Oficina de Servicios de Supervisión Interna del
Secretario General. Si bien en lo esencial estas críticas
estaban justificadas, no hemos dejado de lamentar que
hayan ocultado el trabajo tan honroso que los magistrado
ya habían llevado a cabo en condiciones especialmente
difíciles.

Actualmente la situación administrativa del Tribunal se
ha saneado un poco. Gracias a la nueva administración
nombrada en febrero de 1997, se han hecho muchas cosas
para mejorar las condiciones de trabajo de los magistrados.
Desde luego, queda mucho por hacer, y nos ocuparemos de
ello.

No obstante, el año que ha transcurrido ha permitido
un desarrollo tanto cuantitativo como cualitativo de las
actividades judiciales del Tribunal. El primer proceso se
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inició el 9 de enero de 1997, y fue rápidamente seguido
por otros dos que empezaron también durante el primer
semestre de 1997. Por tanto, hay tres procesos en curso, y
ello nos permite pensar que las primeras sentencias se
dictarán a principios del próximo año.

Gracias a la actuación del Fiscal, en el pabellón
penitenciario del Tribunal en Arusha, Tanzanía, hay actual-
mente 24 detenidos, todos los cuales han sido objeto de
órdenes de procesamiento. Entre ellos figuran personas que
ocupaban puestos de alta responsabilidad en Rwanda duran-
te la tragedia rwandesa, tanto en el ámbito político y ad-
ministrativo como en el militar.

Con su venia, Señor Presidente, y para exponer mejor
el balance de nuestras actividades, no resumiré el informe
escrito que se les ha presentado y que abarca el período
comprendido entre julio de 1996 y junio de 1997. Más bien
quiero señalar a la atención de la Asamblea algunos aspec-
tos concretos del funcionamiento del Tribunal: lo que se ha
podido hacer hasta ahora; algunos problemas que tienen que
recibir rápidamente una solución, y la cuestión de saber si
el Tribunal está dotado de los medios para cumplir su
misión de manera eficiente. Después haré un llamamiento
a los Estados Miembros para que cooperen apoyando la
acción de la justicia confiada al Tribunal, tan importante
para la reconciliación nacional y para la estabilización de la
región de los Grandes Lagos.

Como he recordado a menudo, el Tribunal Penal
Internacional para Rwanda se creó oficialmente el 8 de
noviembre de 1994 mediante la resolución 955 (1994) del
Consejo de Seguridad. Pero sólo pudimos empezar a
trabajar efectivamente en Arusha un año después, cuando se
pusieron a nuestra disposición locales después de la firma
de un contrato de arrendamiento con el Centro Internacional
de Conferencias de Arusha.

Como todos saben, al comienzo nuestra labor fue
difícil, ya que teníamos una sala de audiencias provisoria
que casi no estaba equipada. Felizmente, luego se construyó
una sala de audiencias más funcional, aunque tampoco
satisface todas las necesidades. Lamentablemente, al haber
aumentado el número de detenidos en el pabellón peniten-
ciario, la sala de audiencias pronto resultó inadecuada para
que funcionaran a jornada completa dos Salas de Primera
Instancia, que a partir de entonces se vieron obligadas a
alterarse en su labor. Ello no aceleró en absoluto los
procedimientos y puede explicar las demoras en el desarro-
llo y en la conclusión de los procesos, retraso por el que se
nos ha criticado como si los magistrados fueran responsa-
bles del hecho de que las Naciones Unidas no hayan podido

proporcionar al Tribunal más que una sala de audiencias
para dos Salas de Primera Instancia.

Me complace señalar que, tras asumir sus funciones,
el nuevo Secretario determinó que era prioritario construir
una segunda sala de audiencias. Desde septiembre de 1997
las dos Salas del Tribunal han podido sesionar en forma
simultánea, aun cuando la segunda sala de audiencias tiene
una estructura provisional con poco equipamiento. Sin
embargo, ello ha permitido acelerar el ritmo de los proce-
sos, lo que nos permite albergar la esperanza de que a
comienzos del año próximo podamos concluir los primeros
tres procesos que tiene ante sí el Tribunal. Debo añadir que
las dos salas de audiencias están equipadas con aire acondi-
cionado, lo que es importante habida cuenta de las condi-
ciones climáticas que prevalecen en Arusha en algunas
épocas del año. Todos esos logros fueron posibles sólo
gracias al constante apoyo del Secretario General, Sr. Kofi
Annan, que ha dado instrucciones a la Secretaría para que
preste más atención al Tribunal.

Como dije anteriormente, en la actualidad hay 24
personas detenidas en el pabellón penitenciario, lo que en sí
mismo presenta nuevos problemas, dado que de confor-
midad con lo establecido en los instrumentos internacionales
relativos a los derechos humanos, entre ellos la Declaración
Universal de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos, los acusados tienen derecho a
ser juzgados sin demora. Desafortunadamente hay sólo seis
magistrados de primera instancia, y algunos de nosotros no
estamos autorizados a participar en el proceso sustantivo por
haber confirmado el acta o las actas de acusación relativas
al caso. Esto significa que tendremos cada vez más dificul-
tades para constituir una sala completa para ocuparnos de
algunos casos. Por ello, nos preguntamos si no habrá
llegado el momento de aplicar el párrafo 7 de la resolución
955 (1994) del Consejo de Seguridad, en el que se prevé la
posibilidad de aumentar el número de magistrados si ello
resulta necesario. Al respecto, he intercambiado correspon-
dencia con el Secretario General, que ha demostrado un
interés genuino en ese plan. El Secretario del Tribunal ha
estudiado la cuestión y ha estimado sus repercusiones
financieras. La decisión está ahora en manos del Consejo de
Seguridad.

La incorporación de nuevos magistrados tendría la
ventaja de permitirnos constituir una tercera Sala de Primera
Instancia, que podría funcionar en la segunda sala de
audiencias permanente, que se comenzará a construir a la
brevedad. No cabe duda de que con tres Salas de Primera
Instancia podríamos abrigar la esperanza de poder juzgar a
los detenidos en un plazo razonable. De no ponerse en
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práctica esta solución, podría caber la posibilidad de nom-
brar uno o dos magistrados ad hoc, que se encargarían
solamente de examinar las actas de acusación.

En todo caso, debemos recordar que algunas de las
personas encarceladas en Arusha están detenidas desde hace
dos o más años; de allí la necesidad de que al menos esas
personas sean juzgadas tan pronto como sea posible el año
venidero, con seguridad antes de la finalización del primer
mandato de los magistrados, que concluirá en mayo de
1999. Sería ilusorio pensar que se podría juzgar a todas las
personas que se encuentran detenidas en Arusha antes de
mayo de 1999. La Fiscal, que está ansiosa por que se
juzgue a esas personas rápidamente, tiene la intención de
elaborar una nueva estrategia de procesamiento que consis-
tiría en la consolidación de las instancias. Pero si bien en
algunos casos la consolidación podría ser beneficiosa —por
ejemplo, al permitir que se utilice el testimonio de un
testigo en más de un caso a la vez—, nada garantiza que
ello acelere el proceso judicial.

He señalado con franqueza las dificultades objetivas
que enfrenta el Tribunal, a pesar de los progresos alcanza-
dos, en sus esfuerzos por lograr que se haga justicia en
forma diligente en lo que respecta a las víctimas de la
tragedia de Rwanda. Sabemos que podemos y debemos
mejorar aún más. Sabemos también que podemos confiar en
la Asamblea General para que respalde nuestro pedido de
que se aumente el número de magistrados. Esa es la única
solución posible, y es imprescindible para poder completar
la tarea de hacer justicia que la comunidad internacional
decidió emprender como reacción a la tragedia de Rwanda.

En términos más generales, sabemos que podemos
contar con la Asamblea General para aumentar los recursos
financieros del Tribunal, algo que es necesario si queremos,
por ejemplo, contar por fin con una biblioteca computadori-
zada digna de ese nombre y tener acceso a los medios de
comunicación y de investigación más actualizados, especial-
mente la Internet. El retraso del Tribunal en materia de
tecnología es tan grande que, comparado con su homólogo
para la ex Yugoslavia, es un Tribunal artesanal. Además,
necesitamos asistencia jurídica adicional para las Salas y
para los magistrados a fin de realizar actividades de
investigación que nos permitan preparar decisiones de
calidad.

El Tribunal necesita contar con recursos adiciona-
les para solucionar todos los problemas que he mencionado.
Pero sabemos que en las circunstancias actuales las
Naciones Unidas no pueden por sí solas hacer frente a todo
ello; es preciso que los Estados participen más.

Esto me lleva al problema de la cooperación de los
Estados con el Tribunal. Como acabo de decir, el Tribunal
necesita el apoyo material y financiero de los Estados. En
ese sentido, debo reconocer que muchos Estados han pres-
tado asistencia a través de contribuciones financieras o
poniendo a nuestra disposición personal idóneo. La lista de
esos países figura como anexo al informe. Me disculpo por
no mencionar a todos en este momento, pero les expresa-
mos nuestro sincero agradecimiento. Sin embargo, el
Tribunal aún tiene mucho por hacer y acogeríamos con
beneplácito ulteriores contribuciones.

Otra esfera de cooperación entre el Tribunal y los
Estados Miembros es la esfera política y judicial. Al res-
pecto, debo señalar que con posterioridad a la presentación
del primer informe del Tribunal para Rwanda, realizada el
año pasado, y al llamamiento formulado en esa ocasión a
los Estados Miembros para que cooperaran, el Tribunal ha
recibido más asistencia de muchos Estados. Nuestras
relaciones se han visto particularmente fortalecidas con
Rwanda, que está directamente interesada en nuestra misión
y en que concluya con éxito. El mejor y más reciente
ejemplo de lo señalado es el hecho de que las autoridades
de Rwanda han aceptado que se traslade a los detenidos
rwandeses a Arusha a fin de que puedan comparecer como
testigos de cargo ante el Tribunal. Otros países también han
apoyado la misión judicial del Tribunal. Quisiera mencionar
especialmente al Camerún, que acaba de aceptar que dos
personas detenidas en nombre del Tribunal sean transferidas
a nuestro pabellón penitenciario. Bélgica, Suiza y Côte
d’Ivoire también han detenido y transferido a personas
acusadas. Cabe mencionar especialmente al Gobierno de
Kenya, que en julio pasado, conjuntamente con la Oficina
del Fiscal, organizó la operación Naki, que permitió la
detención de personas importantes supuestamente vinculadas
al genocidio, entre ellas el Primer Ministro del Gobierno
provisional.

Deseo aprovechar esta oportunidad para mencionar
también el destacado espíritu de cooperación manifestado
por el Gobierno de la República Unida de Tanzanía y
agradecer su cooperación. Tanzanía es la sede actual del
Tribunal y presta un apoyo constante a todas nuestras
actividades.

De conformidad con la esperanza que expresé ante la
Asamblea el año pasado, muchos Estados, si es que aún no
lo han hecho, están en proceso de adaptar su legislación
nacional a las disposiciones de nuestro estatuto, que figura
como anexo a la resolución 955 (1994) del Consejo de
Seguridad, y en el que se requiere su cooperación. Entre
esos Estados se encuentran los de África, que de esa forma
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han respondido a nuestros diversos llamamientos. Esos
llamamientos siempre han gozado del apoyo de la Organi-
zación de la Unidad Africana (OUA) y en particular de su
Secretario General, el Sr. Salim Ahmed Salim.

Quisiera mencionar en especial otra esfera en la que la
cooperación de los Estados es particularmente acuciante: la
del lugar en el que los condenados deberán cumplir sus
penas de encarcelamiento. En el artículo 26 del estatuto se
prevé que las penas de encarcelamiento dictadas por el
Tribunal se cumplirán en Rwanda o en un Estado designado
de la lista de aquellos que hayan indicado al Consejo de
Seguridad que están dispuestos a recibir a los condenados.
Hasta la fecha, según nuestras informaciones, menos de una
decena de Estados han comunicado al Consejo de Seguridad
su intención de recibir a los condenados en sus prisiones
nacionales. Esos Estados se han ofrecido tanto para el
Tribunal para la ex Yugoslavia como para el Tribunal para
Rwanda. He recibido recientemente la correspondencia
pertinente, y entre esos Estados figuran Noruega y Suecia.
Les damos las gracias y esperamos que su actitud sirva de
modelo a otros países. El Secretario General, ayudado por
su Asesor Jurídico, ha realizado numerosos esfuerzos por
transmitir a los Estados Miembros la urgencia de esta
petición. El problema se podría plantear muy pronto, por-
que, como he afirmado, los primeros juicios deberían
finalizar en breve.

Como conclusión, no es exagerado afirmar que el
primer balance de las acciones del Tribunal es en general
positivo. Tras haber superado las dificultades administrati-
vas que redujeron singularmente el ritmo de sus actividades,
el Tribunal pudo por fin comenzar a funcionar y a obtener
los resultados que hemos comunicado en el momento
apropiado. Existen tres procesos en curso y a punto de
finalizar, y se ha encarcelado en el pabellón penitenciario de
Arusha a numerosos acusados, muchos de los cuales
ocupaban importantes cargos durante la tragedia rwandesa.

Hemos hablado de algunas dificultades a las que nos
hemos enfrentado, en especial el número insuficiente de
magistrados y la necesidad de contar con un apoyo logístico
mayor y más elaborado. Estamos seguros de que la Asam-
blea nos ayudará a superar esas dificultades y a prevenir un
problema sobre el que no he querido insistir en mi discurso
pero que, sin embargo, es muy real: el de las condiciones
de seguridad en las que operamos. Una misión del Departa-
mento de Estado de los Estados Unidos de América que
recientemente visitó la sede del Tribunal estimó que no
existían condiciones de seguridad mínimas. Cabe resaltar al
respecto que los locales que acogen a nuestro Tribunal están
situados en un gran complejo al que todo el mundo tiene

acceso. Por ejemplo, compartimos algunas entradas y
ascensores con el público, lo que hace prácticamente im-
posible controlar realmente la seguridad de los testigos, de
los magistrados, e incluso de los detenidos durante el acceso
a las salas de audiencia.

Para finalizar, permítaseme resaltar una vez más la
importancia de la misión del Tribunal para el proceso de
reconciliación nacional en Rwanda y para la estabilización
política de toda la región de los Grandes Lagos. El proceso
judicial en curso en los tribunales penales internacionales es
uno de los mayores avances humanos de los últimos años
y merece ser apoyado, ya que ilustra las aspiraciones
legítimas de los pueblos a la justicia, de la que la Asamblea
General es reflejo y garante.

Los magistrados, conscientes de la importancia de la
misión que les han confiado las Naciones Unidas, se esfuer-
zan por crear una justicia penal internacional que esté a la
altura de las expectativas de las víctimas de los delitos más
graves —el genocidio y los crímenes de lesa humanidad—
y por satisfacer al mismo tiempo la exigencia del respeto
escrupuloso de una justicia equitativa.

Sabemos que nuestra labor dista mucho de ser perfec-
ta, pero, conscientes de su importancia y de las dificultades
relacionadas con los inicios de esta justicia internacional
que se aplica simultáneamente en Arusha y en La Haya,
esperamos que la Asamblea continúe honrándonos con su
confianza y su apoyo. Están en juego el interés de la jus-
ticia y, en última instancia, nuestro deber de responder a las
expectativas del pueblo de Rwanda y de la comunidad
internacional.

Sr. Wolzfeld (Luxemburgo) (interpretación del fran-
cés): Tengo el honor de hacer uso de la palabra en nombre
de la Unión Europea. Los países de Europa central y orien-
tal asociados a la Unión Europea —Bulgaria, Estonia,
Hungría, Letonia, Lituania, Polonia, la República Checa,
Rumania, Eslovaquia y Eslovenia— y el país asociado
Chipre se suman a esta declaración.

Ante todo, la Unión Europea desea dar las gracias al
Presidente del Tribunal Penal Internacional para Rwanda,
Sr. Laïty Kama, por la presentación de su segundo informe
anual, que cubre el período comprendido entre el 1º de julio
de 1996 y el 30 de junio de 1997. Felicitamos al Presidente
del Tribunal y a la Fiscal, así como también al nuevo Fiscal
Adjunto y al nuevo Secretario, recientemente nombrados en
sus cargos respectivos, por los esfuerzos realizados durante
el período en cuestión. La Unión Europea expresa asimismo
su aprecio al país anfitrión —la República Unida de Tan-
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zanía—, a Rwanda y a los Países Bajos por el apoyo que
continúan prestando a los órganos del Tribunal.

En su resolución 955 (1994), el Consejo de Seguridad
creó el Tribunal Penal Internacional para el enjuiciamiento
de los presuntos responsables de genocidio y otras violacio-
nes graves del derecho internacional humanitario cometidas
en el territorio de Rwanda y de los ciudadanos rwandeses
presuntamente responsables del genocidio y otras violacio-
nes de esa naturaleza cometidas en el territorio de Estados
vecinos entre el 1º de enero y el 31 de diciembre de 1994.
En su resolución 978 (1995), el Consejo de Seguridad instó
a los Estados a que arrestaran y detuvieran a las personas
que se encontraran en sus territorios y contra las cuales
hubiera pruebas suficientes de que habían cometido actos
comprendidos en la jurisdicción del Tribunal.

Esas dos resoluciones, aprobadas en virtud del Capítu-
lo VII de la Carta, nos recuerdan por sí solas la importancia
de la responsabilidad que incumbe al Tribunal en virtud del
mandato que le ha conferido la comunidad internacional. No
se trata meramente de poner fin a la impunidad y de hacer
prevalecer la justicia en lo que concierne a acontecimientos
de una amplitud y una gravedad extremas, sino también de
evitar su repetición administrando, de manera visible para
todos, una justicia firme y a la vez estrictamente respetuosa
de los principios del derecho penal internacionalmente
reconocidos. Para poder administrar esa justicia, el Tribunal
debe poder funcionar de manera eficaz.

Desde su creación, el Tribunal ha debido afrontar
numerosas dificultades, que continúa intentando superar
todavía. El informe de la Oficina de Servicios de Supervi-
sión Interna (A/51/789) detectó imperfecciones en el fun-
cionamiento y en la gestión de las actividades administrati-
vas del Tribunal y frecuentes violaciones de los reglamentos
de las Naciones Unidas, y presentó varias recomendaciones
para remediar esa situación.

La Unión Europea se felicita de que se hayan adoptado
medidas enérgicas, de conformidad con las recomendaciones
de los supervisores. Observamos que el fortalecimiento de
la comunicación entre los órganos del Tribunal ha ido
acompañado por una mejora de la comunicación con el
Tribunal para la ex Yugoslavia. Tomamos nota de que se
están adoptando medidas apropiadas de control interno para
supervisar el cumplimiento de las reglamentaciones de las
Naciones Unidas en lo que concierne principalmente a los
procedimientos aplicables al personal, a la información
financiera y a las adquisiciones; y, por último de que se ha
reorganizado la Secretaría del Tribunal.

Estas medidas suscitan la esperanza de que el Tribu-
nal funcione de manera más eficaz. Celebramos también
los progresos realizados en la actividad judicial del
Tribunal.

Sin embargo, el objetivo de mejorar el funcionamiento
del Tribunal aún no se ha logrado plenamente. Cabe reco-
nocer que persisten serios problemas relativos a la dotación
de personal: más del 20% de los puestos siguen vacantes en
sectores clave. La Unión Europea estima que la aplicación
de una política de contratación dinámica es crucial para el
futuro del Tribunal.

Asimismo, nos preocupa el hecho de que, según el
informe del Presidente Kama, 10 acusados hayan permane-
cido detenidos sin juicio por más de un año, y en algunos
casos por más de dos años. Tal lentitud no es compatible
con una justicia que trata de ser ejemplar, e instamos a que
esta situación se remedie rápidamente. En este marco,
acogemos con beneplácito el hecho de que desde la publica-
ción del informe se haya abierto una segunda sala del
Tribunal en Arusha en septiembre de 1997.

La Unión Europea reafirma que, para llevar a cabo su
tarea con imparcialidad, el Tribunal debe realizar sus
actividades en forma totalmente independiente de los pode-
res políticos de cualquier tipo. La Unión Europea, que
aporta una cooperación jurídica y logística importante al
Tribunal, se abstendrá de realizar comentarios sobre los
asuntos que en él se examinan.

Por otro lado, deseamos subrayar la necesidad de que
todas las partes y todos los Estados cooperen sin reservas
con el Tribunal, a fin de que éste pueda cumplir su mandato
de manera eficaz. En este sentido, y sin prejuzgar el fondo
de estos casos, la Unión toma nota de que algunas personas,
incluidas algunas que ocupaban cargos de autoridad durante
el período examinado, han sido detenidas en terceros países
después de que el Tribunal emitiera órdenes de detención.
Esperamos fervientemente que este avance continúe y se
intensifique. Celebramos el mejoramiento de la cooperación
con las autoridades rwandesas.

Se han realizado progresos sustanciales, pero queda
mucho por hacer. Hay personas contra quienes se han
librado órdenes de detención que continúan libres; es
preciso detenerlas. El Tribunal debe también continuar sus
esfuerzos para proporcionar información sobre su labor. Hay
que hacer que la opinión pública —ante todo en Rwanda, y
también en la comunidad de donantes— tome conciencia de
la importancia del mandato que se ha conferido al Tribunal
y que representa la expresión de la condena internacional
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del genocidio y de otras violaciones graves del derecho
internacional humanitario.

La Unión Europea reafirma que, para que el Tribunal
pueda cumplir su mandato de manera eficaz, es imperativo
brindarle suficiente apoyo financiero. La Unión Europea
suscribe plenamente las enmiendas al proyecto de presu-
puesto del Secretario General para 1998 que aportó la
Comisión Consultiva en Asuntos Administrativos y de
Presupuesto. Habida cuenta de las necesidades, la Unión
estima que es razonable el aumento propuesto en lo que
respecta a la consignación neta y a los puestos de personal
aprobados.

Los Estados miembros de la Unión Europea continua-
rán aportando sus contribuciones voluntarias al Fondo
Fiduciario. La Unión Europea invita al Tribunal a formular
y desarrollar programas precisos dentro del marco de ese
Fondo, en especial programas destinados a asegurar una
mejor protección de los testigos.

Al igual que el Tribunal Internacional para la ex
Yugoslavia, el Tribunal Penal Internacional para Rwanda
constituye un precedente importante para la creación de una
corte penal internacional. La práctica y la experiencia
adquiridas por el Tribunal Penal Internacional para Rwanda
constituirán una valiosa fuente para concluir las normas que
permitirán enjuiciar y penar, a nivel internacional, a quienes
cometieron violaciones graves del derecho internacional
humanitario, independientemente del lugar donde se hayan
cometido y de quiénes sean los responsables de esos actos.

La Unión Europea recuerda que la comunidad interna-
cional debe continuar cooperando plenamente con el Tribu-
nal y debe seguir brindándole los medios adecuados para
que pueda cumplir su mandato en forma completa. Instamos
al Tribunal a que continúe incesantemente sus esfuerzos con
miras a enjuiciar a quienes participaron en delitos atroces,
a fin de que no se niegue la justicia a las víctimas y de que
pueda iniciarse un proceso de verdadera reconciliación
nacional en Rwanda.

Sr. Ramaker (Países Bajos) (interpretación del
inglés): Deseo dar las gracias al Presidente del Tribunal
para Rwanda por la importante declaración que formuló esta
mañana y por haber presentado el informe del Tribunal, que
figura en el documento que lleva las signaturas A/52/582,
de la Asamblea General, y S/1997/868, del Consejo de
Seguridad.

Permítaseme expresar también que mi delegación
suscribe plenamente la declaración formulada por Luxem-

burgo en nombre de los Estados miembros de la Unión
Europea y de los países asociados. Mi intervención se
centrará en las preocupaciones especiales de los Países
Bajos como país anfitrión en forma parcial del Tribunal
para Rwanda.

Hace algunas semanas, debatimos en sesión plenaria el
informe que presentó el Presidente del Tribunal Interna-
cional para la ex Yugoslavia. Mucho de lo que se dijo
entonces se aplica también al Tribunal para Rwanda, en
especial en lo que respecta a la aplicación de las disposicio-
nes del estatuto y al deber de cooperar que incumbe a los
Estados. Además, el Tribunal para Rwanda enfrenta su
reorganización como resultado del seguimiento de las
recomendaciones de la Oficina de Servicios de Supervisión
Interna. Como se indica respecto de los acontecimientos
recientes en el apéndice V del informe del Tribunal, han
ocurrido y siguen ocurriendo acontecimientos importantes
y se han adoptado decisiones en relación con la labor del
Tribunal. Abrigamos la sincera esperanza de que los esfuer-
zos por fortalecer la credibilidad del Tribunal se vean
coronados por el éxito. Comprometemos el pleno apoyo del
Gobierno de los Países Bajos.

El Tribunal para Rwanda enfrenta la muy difícil tarea
de juzgar a las personas responsables de los delitos más
atroces que pueda imaginar la mente humana: el delito de
genocidio, los delitos de lesa humanidad y las violaciones
graves del derecho internacional humanitario aplicable a los
conflictos armados que no tienen carácter internacional. La
tarea, que ya es de por sí difícil, se ve agravada por el
número elevado de sospechosos, por los recursos limitados,
por las grandes expectativas de los sobrevivientes de esos
delitos y, lamento decirlo, por la poca prioridad que a veces
dan los Estados a la necesidad de cooperar con el Tribunal.
No obstante, mi país ha tenido grandes expectativas en el
Tribunal desde su creación, y continúa teniéndolas. Me
complace tomar nota de que los acontecimientos recientes,
como se indica en el apéndice V del informe del Tribunal,
todavía justifican tal optimismo.

Teniendo esto presente, en una declaración formulada
ante la Asamblea General en su quincuagésimo primer
período de sesiones mi delegación señaló a la atención los
problemas que el Tribunal enfrentaba en esos momentos y
que obstaculizaban el funcionamiento eficaz del Tribunal.
Se corría el riesgo de que graves problemas financieros
y administrativos pusieran en peligro la aplicación del
mandato del Tribunal.

La gravedad de esta situación se hizo más patente
cuando, en febrero de este año, la Oficina de Servicios de
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Supervisión Interna comunicó que había detectado serias
deficiencias operativas en la administración del Tribunal
Internacional para Rwanda e informó sobre la repercusión
negativa de los métodos de financiación a corto plazo, de la
separación geográfica entre las diferentes oficinas del
Tribunal y de la falta de una infraestructura adecuada,
factores que contribuyeron en gran medida a desmotivar al
personal.

Tengo que admitir que el Gobierno de los Países Bajos
en ese entonces contenía el aliento al pensar en el futuro del
Tribunal y, en consecuencia, en el futuro de la justicia penal
internacional en África: había tantos problemas que resolver
y era tanto lo que estaba en juego. De hecho, el futuro del
concepto de la universalidad de la jurisdicción penal inter-
nacional podía llegar a ponerse en tela de juicio en un
momento en que este concepto, luego de 50 años, estaba
concretándose finalmente bajo la forma de un tribunal penal
internacional. Como sabrán las delegaciones, el estatuto del
tribunal penal internacional es actualmente objeto de debate
en el Comité Preparatorio, que está sesionando ahora en la
sala de conferencias 1, y deberá quedar finalizado en una
conferencia diplomática que se celebrará en Roma en el
próximo verano. Los delitos universales, como el genocidio,
los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de guerra,
deben recibir una sentencia universal, en África, en Europa
o en cualquier parte del mundo.

El Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia,
la Sala de Apelaciones conjunta y la Oficina del Fiscal de
dicho Tribunal y del Tribunal Penal Internacional para
Rwanda tienen su sede en los Países Bajos. Debido a esta
responsabilidad, hemos seguido activamente los aconteci-
mientos relacionados con los esfuerzos destinados a mejorar
el funcionamiento del Tribunal Penal Internacional y de sus
oficinas en Kigali y en Arusha. Lo que hemos observado
hasta ahora es alentador.

Todas las partes interesadas se han empeñado seria-
mente, en corregir las deficiencias que entorpecen el
cumplimiento pleno y efectivo del mandato del Tribunal.

Se ha establecido una mejor coordinación entre los
principales departamentos de la Sede de las Naciones
Unidas en Nueva York y entre estos y el Tribunal. Se ha
desarrollado un patrón más congruente de apoyo de Nueva
York al Tribunal.

La administración ha logrado no solamente racionalizar
el funcionamiento de la Oficina del Fiscal, sino también
mejorar las relaciones entre el Tribunal y el Gobierno de

Rwanda. Esto parece haber mejorado considerablemente la
imagen del Tribunal en Rwanda.

Ha empezado el proceso de reconfigurar la Secretaría,
lo que ha puesto de nuevo en el buen camino al Tribunal.
No obstante, aún no se han resuelto todos los problemas, lo
que no es de sorprender dada la magnitud de los problemas
que existen en Kigali. Mi Gobierno expresa su esperanza de
que la oficina de Kigali funcione sin tropiezos como una
dependencia profesional en un futuro próximo. No podemos
permitir que el Tribunal no trabaje de la mejor manera
posible. De lo contrario, corremos el riesgo de que pierda
su credibilidad. Esto, a su vez, tendría un efecto perjudicial
sobre los esfuerzos en pro de la paz y la reconstrucción que
se están llevando a cabo en la región de los Grandes Lagos
en general. A este respecto, nos complace saber que el
Tribunal seguirá recibiendo una atención especial del
Secretario General. También nos complace el hecho de que
la Oficina de Servicios de Supervisión Interna seguirá
participando activamente en el funcionamiento del Tribunal.

Este esfuerzo extremo parecería entrañar las mejores
perspectivas de lograr que la infraestructura del Tribunal
alcance el nivel correspondiente, lo que garantizará el
desempeño eficaz de su función principal, es decir, la de
hacer justicia. Como dije anteriormente en el debate sobre
el Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, el
éxito final del Tribunal Penal Internacional para Rwanda se
medirá también por su capacidad de demostrar que la
justicia triunfa, que la inhumanidad no queda impune, que
se preservará a la civilización, y que a la comunidad inter-
nacional le interesa esta cuestión.

Tomamos nota, además, de que en su informe el
Tribunal no se fija metas claras y bien definidas para
completar su reorganización, aunque se exponen las medi-
das que se prevé adoptar para dicha reorganización. Sin
embargo, en el proyecto de presupuesto del Tribunal para
1998 se incluyen los llamados indicadores de rendimiento.
Esto mereció el aplauso de la Comisión Consultiva en
Asuntos Administrativos y de Presupuesto y de los Estados
miembros de la Unión Europea y sus Estados asociados, así
como de otros Estados Miembros, en la Quinta Comisión.
Teniendo en cuenta la trascendencia de las tareas que se le
han encomendado al Tribunal, la gravedad de los descubri-
mientos de la Oficina de Servicios de Supervisión Interna,
y la importancia de las medidas adoptadas por todos los
interesados para restaurar la credibilidad del Tribunal, mi
delegación opina que esos indicadores deberían haberse
incluido también en el propio informe, para que pudiera
realizarse una evaluación de los progresos alcanzados en ese
sentido.
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Como cabe imaginar, al comparar las fechas del mes
de julio que se mencionan en el apéndice V del informe con
la fecha del propio informe, que se publicó en noviembre,
mi delegación no puede evitar preguntarse por qué el cuerpo
principal del informe se publicó en una fecha tan posterior.
Es obvio que se había escrito con mucha antelación. Como
dije antes, durante el período que abarca el informe la
propia credibilidad del Tribunal Penal Internacional para
Rwanda estaba en tela de juicio, lo que hubiera hecho
procedente la publicación del informe en una fecha anterior.
Aunque, como se informó, se han adoptado medidas para
remediar esta situación, parecería apropiado analizar dichas
medidas en detalle y en profundidad. De hecho, mi
delegación hubiera preferido tener la posibilidad de
examinar los informes de ambos Tribunales —para Rwanda
y para la ex Yugoslavia— en forma conjunta e integral, ya
que dichos informes tienen —y, en opinión de mi
delegación, debería tener— muchas áreas de interés común,
lo que permitiría llegar a conclusiones aplicables a ambos.

Como hicimos el año pasado en nuestra declaración
ante la Asamblea General en su quincuagésimo primer
período de sesiones, los Países Bajos desean hacer hincapié
en la necesidad de que los Estados cooperen plenamente
con el Tribunal. Puesto que el Tribunal no posee facultades
de imposición propias, depende totalmente de la coopera-
ción de los Estados para su funcionamiento. Sólo un reduci-
do número de Estados han promulgado leyes que hacen
posible este tipo de cooperación. Además, el paradero de
muchos de los líderes responsables de los horribles
crímenes cometidos es bien conocido. Sin embargo, sólo un
número limitado de esos líderes han sido encarcelados, y
sólo algunos de ellos están en manos del Tribunal. Los
Países Bajos consideran que es de suma importancia romper
el círculo vicioso de crimen e impunidad que ha preva-
lecido en Rwanda y reconocen la importancia de las
detenciones mencionadas en el informe y en su apéndice V.
Todos los Estados que estén en condiciones de hacerlo
deben procurar al máximo detener a los sospechosos de
estos crímenes y permitir que el Tribunal actúe de acuerdo -
con el mandato que le confirió el Consejo de Seguridad.

A este respecto, quiero recordar la posición de los
Países Bajos, manifestada durante el debate sobre el Tribu-
nal Penal Internacional para la ex Yugoslavia. Como
dijimos entonces, los Estados Miembros deben buscar
activamente a las personas acusadas y hacerlas comparecer
ante el Tribunal, instituir procedimientos contra los
presuntos culpables y permitir que los criminales sentencia-
dos por el Tribunal sean encarcelados en sus países. Ade-
más, se necesita apoyo financiero a través de la asignación
de fondos suficientes con arreglo al presupuesto ordinario

del Tribunal y, de ser necesario, mediante contribuciones
voluntarias al Fondo Fiduciario para el Tribunal que superen
los fondos presupuestados. Los Estados Miembros deben
estar preparados para asumir y compartir esta respon-
sabilidad desde un punto de vista político y financiero en
los planos internacional y nacional. No podemos simple-
mente establecer tribunales internacionales y luego abando-
narlos. La administración de la justicia penal internacional
entraña responsabilidades para todos los miembros de la
comunidad internacional.

Para concluir, no olvidemos que la paz y la justicia
son inseparables. También en Rwanda.

Sr. Biørn Lian (Noruega) (interpretación del francés):
Hace tres años todos fuimos testigos del ciclo de violencia
sin precedentes que hizo estragos en Rwanda y conmovió
a la opinión pública internacional. Muy pronto resultó
evidente que había señales abrumadoras que permitían
sospechar que se habían cometido actos de genocidio y
otras graves violaciones del derecho humanitario. La
comunidad internacional no podía permanecer impasible
ante actos que parecían haber sido cometidos con la inten-
ción de destruir un grupo étnico. La reacción del Consejo
de Seguridad fue inequívoca: de conformidad con los
principios de la Convención para la Prevención y la Sanción
del Delito de Genocidio, de 1948, y de otras fuentes del
derecho internacional, los crímenes más graves que
preocupan a la comunidad internacional no podían quedar
sin castigo. Esto explica el contexto en que el Consejo de
Seguridad actuó para crear el Tribunal Penal Internacional
para Rwanda, el segundo Tribunal Penal ad hoc creado por
las Naciones Unidas.

El Gobierno noruego ha subrayado su compromiso de
alentar la cooperación internacional para aumentar la
eficacia en el enjuiciamiento por crímenes de alcance
internacional. Con este fin, presta su pleno apoyo a la
creación de una corte penal internacional permanente que,
en este mismo momento, es objeto de debate en el Comité
Preparatorio. El Gobierno de Noruega se complace espe-
cialmente por el gran número de delegaciones que están
participando activamente en las negociaciones para preparar
la conferencia diplomática que se celebrará en Roma en el
próximo verano. Estas contribuciones, que provienen de
un número cada vez mayor de países africanos, entre
otros, refuerzan los fundamentos de la futura corte y le
aseguran una base universal. En este contexto, también, es
fundamental asegurar el éxito de los tribunales ad hoc para
Rwanda y para la ex Yugoslavia, que son precedentes
importantes. En consonancia con este enfoque, Noruega
aprobó rápidamente las leyes requeridas para asegurar que
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se prestaría una cooperación y una asistencia judicial
eficaces a los dos tribunales. También hizo aportes volunta-
rios de carácter financiero y en el ámbito del suministro
de personal especializado y se ha comprometido a cooperar
con los tribunales, entre otras cosas para asegurar la
ejecución de las penas.

Tres años después de la aprobación de la resolución
955 (1994) del Consejo de Seguridad, por la que se creó el
Tribunal Internacional para Rwanda, vale la pena examinar
el funcionamiento de dicho Tribunal en forma meticulosa y
desapasionada, pero también crítica cuando sea necesario.
La comunidad internacional debe aplicar los criterios
más rigurosos para evaluar la actividad judicial de esta
institución pionera.

¿Qué comentarios podemos hacer a esta altura? Quere-
mos expresar nuestro agradecimiento al Presidente del
Tribunal, Sr. Laïty Kama, por su elocuente presentación del
segundo informe anual del Tribunal (A/52/582). El informe,
como acabamos de escuchar, se caracteriza por su lucidez,
porque no oculta las dificultades, y especialmente los
problemas administrativos, con que ha tropezado el
Tribunal. Estas dificultades están documentadas en el
informe de la Oficina de Servicios de Supervisión Interna
de las Naciones Unidas (A/52/789, anexo), que propuso un
conjunto de 26 medidas para remediar la situación. Nos
complace observar que se han adoptado varias medidas, y
que estas ya han contribuido a lograr un notable progreso en
el funcionamiento del Tribunal. Sin embargo, debemos
señalar que esta tarea no se ha completado y que es esen-
cial, entre otras cosas, que adoptemos las medidas correcti-
vas necesarias para evitar prolongaciones inaceptables del
tiempo que las personas permanecen detenidas mientras se
realiza el juicio.

En este debate debemos formularnos la siguiente
pregunta: ¿qué contribuciones pueden hacer los Estados
Miembros de las Naciones Unidas para superar las dificul-
tades que acabo de mencionar?

Ante todo, Noruega está convencida de la necesidad de
proporcionar al Tribunal una base financiera suficiente. La
Asamblea General debe tomar decisiones inevitables a este
respecto. Confiamos en la capacidad del Tribunal para
continuar con sus esfuerzos tendientes a establecer una
gestión sólida, que garantice la utilización óptima de todos
sus recursos y la sinergia entre todos sus órganos con sede
en Arusha, Kigali y La Haya.

Otro tipo de contribución, igualmente importante, que
pueden hacer los Estados Miembros, y de la cual depende

el buen funcionamiento del Tribunal, es la cooperación
activa entre los Estados y el Tribunal. Sin la cooperación y
la asistencia judicial en todas las investigaciones y proce-
dimientos realizados en virtud del artículo 28 del estatuto
del Tribunal, este no podrá cumplir sus funciones. Esta
asistencia puede consistir en la identificación y la búsqueda
de personas, el arresto o detención de individuos, la trans-
ferencia de una persona acusada al Tribunal y muchas otras
tareas. Noruega desea destacar que asigna una importancia
especial a la parte del informe que trata de estos aspectos y,
en particular, al párrafo 62, que figura en la página 17 del
informe. En este contexto, no hay ninguna duda de que el
buen funcionamiento del Tribunal también depende, en gran
medida, de una cooperación fructífera con las autoridades
de Rwanda. A este respecto, Noruega señala que esa
cooperación ha mejorado. Exhortamos a las autoridades de
Rwanda a que continúen por ese camino.

En esta misma perspectiva, Noruega también quiere
unir su voz a la de aquellos que han subrayado la necesidad
de que el Tribunal redoble sus esfuerzos encaminados a
desarrollar una red de información que sirva para proveer
de información objetiva a la opinión pública de Rwanda y
de los Estados vecinos sobre la labor del Tribunal. Para
realizar el pleno potencial de cooperación de todos los
niveles administrativos con los Estados interesados, es
necesario asegurar que las poblaciones respectivas com-
prendan el papel primordial y la alta calidad de las activida-
des de esta institución pionera.

De manera similar, el mismo tipo de comprensión es
esencial para que el Tribunal pueda realizar su pleno poten-
cial como factor clave en la búsqueda de la verdad y en la
elucidación de acontecimientos históricos y de posibles
cadenas de responsabilidad. Este es también uno de los
requisitos previos para la reconciliación y la reconstrucción
de una paz duradera; y un elemento de disuasión para evitar
que se cometan nuevos crímenes internacionales de esta
naturaleza.

Sr. Fulci (Italia) (interpretación del inglés): En primer
lugar deseo agradecer al magistrado Laïty Kama, Presidente
del Tribunal Penal Internacional para Rwanda, su presenta-
ción clara, amplia y profunda del informe del Tribunal
correspondiente a este año (A/52/582). El informe abarca el
período comprendido entre el 1° de julio de 1996 y el 30 de
junio de 1997, en que las actividades judiciales del Tribunal
aumentaron sustancialmente y tuvieron lugar importantes
acontecimientos. Sin embargo, antes de hacer unas breves
observaciones sobre los principales aspectos del informe,
deseo recalcar una vez más la importancia especial que mi
país, Italia, atribuye a la labor del Tribunal para Rwanda y
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del Tribunal para Yugoslavia, en vísperas de la conferencia
diplomática sobre la creación de una corte penal inter-
nacional que se celebrará en Roma el año próximo.

Los dos tribunales ad hoc deben ser considerados
como laboratorios fundamentales, cuyas experiencia y cuyos
logros siguen siendo esenciales para el establecimiento de
la corte penal internacional permanente. A nuestro juicio,
cuando se complete el marco institucional para dispensar
justicia penal internacional, la corte permanente debería
sustituir a los tribunales ad hoc con el fin de evitar y
castigar atrocidades que no deberían tener lugar en los
próximos siglos, dondequiera o por quienquiera que sean
cometidas.

El representante de Luxemburgo, Embajador Jean-
Louis Wolzfeld, ha expresado la opinión de la Unión
Europea acerca del informe del Tribunal Penal Internacional
para Rwanda, que figura en el documento A/52/582. Com-
partimos totalmente esa opinión, y quisiéramos simplemente
hacer algunas observaciones complementarias.

Tomamos nota con satisfacción del progreso que ha
logrado el Tribunal en el desempeño de sus actividades
judiciales. En el informe se indica que se han confirmado
14 acusaciones contra un total de 21 personas, y que se han
emitido las correspondientes órdenes de detención contra los
acusados. Más de 20 personas, algunas de las cuales son
figuras clave de Rwanda, están encarceladas en el pabellón
penitenciario del Tribunal en Arusha. Otras están encar-
celadas en otros países. Además, desde enero de 1997 se ha
iniciado la vista de tres casos y las Salas de Primera Instan-
cia y la Sala de Apelaciones ya han adoptado decisiones
respecto de numerosas solicitudes. Estos son acontecimien-
tos positivos que demuestran la denodada labor y la ab-
negada dedicación de los miembros del Tribunal y de la
Oficina del Fiscal. También elogiamos el hecho de que la
Dependencia de Protección a las Víctimas y los Testigos del
Tribunal entrara en pleno funcionamiento. La protección
adecuada de los testigos durante su testimonio en los juicios
y después de su retorno a Rwanda sigue siendo esencial
para el funcionamiento del Tribunal.

En el informe se hace también un recuento de las
medidas adoptadas para mejorar la gestión administrativa
del Tribunal y para garantizar que se respeten plenamente
las normas y los reglamentos pertinentes de las Naciones
Unidas. Celebramos estas medidas, que siguieron a una
investigación efectuada por la Oficina de Servicios de
Supervisión Interna. Nos parece imperativo que no se ponga
en peligro la credibilidad del Tribunal por no operar de
conformidad con las normas más rigurosas de la buena

administración. Encomiamos al Secretario General por las
rápidas decisiones que adoptó en esta esfera con la inten-
ción de fortalecer esa credibilidad.

A pesar de los progresos registrados, la actividad del
Tribunal sigue enfrentándose a distintas dificultades que
dimanan especialmente de la insuficiencia de recursos, de
equipo y de personal. Compartimos en particular las preo-
cupaciones que se exponen en el informe en relación con la
necesidad de contar con investigadores adicionales en la
Oficina del Fiscal. La colaboración de los Estados también
es de la mayor importancia tanto en lo que respecta a la
promulgación de leyes con miras a la aplicación del estatu-
to, como en lo que se refiere al cumplimiento de las solici-
tudes del Tribunal. Esperamos que se logren nuevas mejoras
en estos ámbitos a la mayor brevedad posible.

Para terminar, deseo expresar la confianza de Italia en
que el Tribunal Penal Internacional para Rwanda siga
funcionando de manera eficaz para satisfacer las expectati-
vas de que las personas responsables de genocidio y de
otras violaciones graves del derecho internacional humanita-
rio sean llevadas ante la justicia. En este sentido, reitero el
apoyo pleno y sin reservas de Italia al Tribunal, una institu-
ción a la que la comunidad internacional ha encomendado
la tarea fundamental de poner fin a la impunidad por
crímenes egregios que ofenden a la conciencia misma de la
humanidad.

Sr. Marzuki (Malasia) (interpretación del inglés): Mi
delegación se suma a los oradores que la precedieron en el
uso de la palabra para expresar su agradecimiento al Presi-
dente del Tribunal Penal Internacional para Rwanda por su
presentación del segundo informe anual del Tribunal Penal
Internacional para el enjuiciamiento de los presuntos res-
ponsables de genocidio y otras violaciones graves del
derecho internacional humanitario cometidas en el territorio
de Rwanda y de los ciudadanos rwandeses presuntamente
responsables de genocidio y otras violaciones de esa natura-
leza cometidas en el territorio de Estados vecinos entre el
1º de enero y el 31 de diciembre de 1994, que figura en el
documento A/52/582.

El Tribunal se ha visto enfrentado a una serie de
problemas, pero nos complace la evolución positiva que se
ha podido observar en nuestros esfuerzos colectivos para
llevar ante la justicia a quienes hayan perpetrado genocidio.
El genocidio es un abyecto crimen de lesa humanidad, y
quienes lo perpetran, independientemente de su origen o su
nivel social, deben hacer frente a la justicia más tarde o más
temprano. Como dice el proverbio, la justicia demorada es
justicia denegada.
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Queremos encomiar a los países que han prestado una
cooperación y una asistencia plenas al Tribunal, con lo que
se logró el arresto y la transferencia de figuras clave
sospechosas de haber participado en el genocidio de Rwan-
da. Estos hechos demuestran que el Tribunal Penal Interna-
cional para Rwanda está decidido a reforzar su credibilidad
y a lograr su objetivo de que comparezcan ante la justicia
los involucrados en el genocidio.

Observamos que hasta la fecha se han confirmado 14
acusaciones contra un total de 21 personas y que se han
dictado órdenes de detención contra los acusados. Doce
detenidos están en este momento encarcelados en el pabe-
llón penitenciario del Tribunal en Arusha. Mi delegación
cree que el Tribunal debe llevar a cabo rápidamente los
procesos para facilitar la reconciliación nacional entre los
hutu y los tutsi de Rwanda.

En Rwanda, como en la mayor parte de los países que
salen del conflicto y la opresión, es imposible que haya
reconciliación sin justicia. Si bien el Tribunal Penal Interna-
cional para Rwanda no puede reparar todo el daño, puede
ayudar a evitar otro genocidio garantizando que se ponga
fin al derramamiento de sangre desenfrenado e impune. La
celebración de juicios imparciales, que satisfagan las normas
internacionales del debido proceso, contra aquellos a
quienes se considera autores intelectuales del genocidio
tendría un efecto liberador dentro de Rwanda y constituiría
un gran avance desde el punto de vista internacional. El
Tribunal Penal Internacional para Rwanda y el sistema
penal de Rwanda no se pueden permitir un fracaso en su
misión. Una parodia de proceso, o la ausencia de todo
proceso, sólo servirían para reavivar el odio y el temor en
un país en el que en todas las familias hay un miembro de
las milicias, un soldado o una víctima.

Abrigamos la esperanza que se puedan abordar eficaz-
mente los problemas relativos a la falta de cooperación
entre la Secretaría y la Oficina del Fiscal y a la falta de una
infraestructura adecuada para las oficinas de Arusha y de
Kigali. Esperamos que la respuesta a la exposición de las
ineficiencias o las deficiencias operacionales aborde la
cuestión a nivel del terreno y también a nivel de la sede.

El Tribunal ha tratado de superar los problemas,
incluida la falta de atención de la comunidad internacional.
No se debe permitir que los impedimentos administrativos
obstaculicen la realización de su importante labor.

El Tribunal Penal Internacional para Rwanda y el
sistema de justicia penal reconstituido de Rwanda se en-
cuentran en un momento crítico y deben recibir el pleno

apoyo financiero, político y moral de la comunidad interna-
cional. En este sentido, mi delegación reitera su apoyo firme
e inequívoco a la labor del Tribunal. También destaca la
necesidad de que se brinde al Tribunal todo el apoyo que
necesita para llevar a cabo su tarea.

Por último, extendemos nuestro agradecimiento al
Presidente Laïty Kama por dirigir el Tribunal desde 1994.
Su papel pionero, así como la pródiga labor del secretario
actual, de su predecesor y del personal, en circunstancias
tan difíciles, merecen nuestra admiración y nuestras
felicitaciones.

El Presidente (interpretación del inglés): Hemos
escuchado al último orador en el debate relativo a este
tema.

¿Puedo entender que la Asamblea desea concluir su
examen del tema 50 del programa?

Así queda acordado.

Tema 35 del programa

Eliminación de las medidas económicas obligatorias
como instrumento de coacción política y económica

Informe del Secretario General (A/52/343 y
Add.1)

El Presidente(interpretación del inglés): En relación
con el tema 35 del programa entiendo que, tras la celebra-
ción de las consultas necesarias, se puede aplazar el examen
de este tema hasta el quincuagésimo tercer período de
sesiones de la Asamblea General.

¿Puedo considerar que la Asamblea desea aplazar el
examen de este tema e incluirlo en el programa provisional
del quincuagésimo tercer período de sesiones?

Así queda acordado.

El Presidente (interpretación del inglés): ¿Puedo
considerar que la Asamblea General desea finalizar su
examen del tema 35 del programa?

Así queda acordado.

Tema 45 del programa

La situación en Centroamérica: procedimientos para
establecer la paz firme y duradera, y progresos para
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la configuración de una región de paz, libertad,
democracia y desarrollo

Informes del Secretario General (A/52/344,
A/52/554)

Nota del Secretario General (A/52/330)

Proyectos de resolución (A/52/L.19/Rev.1,
A/52/L.31)

El Presidente (interpretación del inglés): Doy la
palabra al representante de El Salvador para que presente el
proyecto de resolución A/52/L.31.

Sr. Castaneda-Cornejo(El Salvador): En nombre de
los copatrocinadores que aparecen en el documento
A/52/L.31 y de Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, la
Federación de Rusia, Finlandia, Francia, Grecia, Irlanda,
Italia, Jamaica, el Japón, Luxemburgo, el Perú, Portugal y
el Reino Unido, tengo el honor de presentar a consideración
de esta Asamblea un proyecto de resolución relacionado con
el tema 45 del programa, titulado “La situación en
Centroamérica: procedimientos para establecer la paz firme
y duradera, y progresos para la configuración de una región
de paz, libertad, democracia y desarrollo”.

El Sr. Young (San Vicente y las Granadinas), Vicepre-
sidente, ocupa la Presidencia.

El tema 45, que consideramos, se introdujo en el
programa de la Asamblea General en 1983, bajo el título
“La situación en Centroamérica: amenazas a la paz y la
seguridad internacionales e iniciativas de paz”, casi inme-
diatamente después de que el Consejo de Seguridad exami-
nara la crisis de la región centroamericana, caracterizada
entonces por conflictos armados internos e internacionaliza-
dos en algunos de sus países que habían originado tensiones
intrarregionales que eventualmente pudieron haberse gene-
ralizado en toda la región, efecto que se evitó debido a las
iniciativas de solución y a ladeterminación de los gobiernos
centroamericanos y de países amigos, que adoptaron las
medidas idóneas para encontrar una solución política y
negociada que respondió a las aspiraciones de los pueblos
centroamericanos, especialmente al derecho soberano de los
Estados de vivir en paz y determinar su futuro, libres de
toda injerencia extranjera en los asuntos que son esencial-
mente de su jurisdicción interna.

Han pasado 14 años desde que se inició el examen de
este tema, período en el cual se realizaron profundas
transformaciones en la región, sobre todo después de la

firma del Acuerdo de Esquipulas II, de 7 de agosto de
1987, que constituyó el marco de referencia de los procesos
de diálogo y negociación nacionales necesarios para poner
fin a los conflictos armados y a las tensiones regionales por
la vía pacífica.

La evolución social, política y económica en Centro-
américa en el período mencionado ha sido dinámica y
cambiante, generando condiciones y expectativas muy
propicias a la determinación y definición conjunta de
medidas y mecanismos para solucionar los graves proble-
mas que fueron las causas de esas tensiones y conflictos
internos que constituían un obstáculo para su desarrollo
integral.

Una muestra indiscutible de esta evolución positiva se
registra en 1991 con el cambio de la denominación del tema
en el programa de la Asamblea General, sustituyendo la
frase “amenazas a la paz y la seguridad internacionales e
iniciativas de paz” por la de “región de paz, libertad,
democracia y desarrollo”, reconociendo así los progresos
logrados en su pacificación y democratización y aceptando
las manifestaciones de voluntad y compromisos políticos
de los gobiernos centroamericanos para avanzar y consolidar
la paz, la democracia, el desarrollo, la protección de los
derechos humanos y la cooperación e integración regional.

La evolución posterior ha continuado siendo positiva,
y en 1997 somos testigos de que por primera vez en mu-
chos años Centroamérica está libre de conflictos armados,
con gobiernos legítimos que son resultado de la voluntad
popular, manifestada libremente en elecciones transparentes
y pluralistas que fortalecen la institucionalidad democrática
y, consecuentemente, el estado de derecho.

El objetivo central y fundamental de los Acuerdos de
Esquipulas II se ha alcanzado en su totalidad con la finali-
zación del conflicto armado en Guatemala, formalizándose
con la firma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera de 29 de
diciembre de 1996.

Indudablemente, haber logrado la finalización de los
conflictos armados fue un factor determinante que ha
contribuido a consolidar la estabilidad regional y a propiciar
un entorno más favorable para el logro y fortalecimiento de
una región de paz, libertad, democracia y desarrollo.

Teniendo en cuenta esa realidad y las exigencias de
nuestras sociedades nacionales en un contexto internacional
caracterizado por la globalización y la interdependencia de
los fenómenos que lo afectan, y reconociendo que es difícil
para los países centroamericanos enfrentarlos individual-
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mente, tenemos que ser más creativos para que nuestra
inserción en la política y economía internacional sea positi-
va en función de nuestros objetivos de democratización y
desarrollo sostenible.

Con esos objetivos en mente, nos encontramos en un
período de reformulación y readecuación de los mecanismos
institucionales que permitan coherencia, coordinación y, de
ser posible, unidad en la ejecución del programa de desar-
rollo sostenible en la región.

Reafirmamos en esta oportunidad el compromiso
manifestado por nuestros Presidentes en el actual período de
sesiones respecto a la Declaración de Nicaragua, firmada el
2 de septiembre de 1997, de impulsar la unión política de
Centroamérica, que consideramos indispensable para
mejorar nuestra capacidad y ampliar las oportunidades que
permitan el avance del desarrollo sostenible.

La transformación de Centroamérica ha sido posible
principalmente por los esfuerzos de los pueblos y gobiernos
centroamericanos, pero consideramos pertinente expresar
nuestro agradecimiento al apoyo y la cooperación de las
Naciones Unidas, a los países amigos que directamente
apoyaron los procesos de pacificación en Guatemala,
Nicaragua y El Salvador, así como a la comunidad coope-
rante que con su asistencia técnica y financiera complemen-
tó los esfuerzos político-diplomáticos para alcanzar la paz
en la región.

Este proyecto de resolución debe verse desde una
perspectiva de continuidad de lo que ha sido el proceso de
pacificación en Centroamérica, aclarando que hace referen-
cia a la evolución histórica de los acontecimientos en la
misma, pero especialmente enfocando la situación actual.

La parte preambular se refiere a las responsabilidades
de las Naciones Unidas de contribuir en forma importante
y complementaria a los esfuerzos de paz y a las resolucio-
nes en que se destaca y reconoce la importancia del apoyo
y la cooperación internacional para promover la paz y la
democratización en el área, así como al apoyo para la
asistencia y cooperación internacional con destino a la
Alianza para el Desarrollo Sostenible en Centroamérica.

Destaca el conjunto de compromisos firmados por los
presidentes en materia política, económica, social, de
seguridad y de integración, como el marco global de
referencia para mantener y consolidar democráticamente el
proceso de pacificación como base para una redefinición
mutuamente beneficiosa de las relaciones de Centroamérica
con la comunidad internacional.

Acoge con satisfacción los Acuerdos de Paz de Guate-
mala y reconoce los progresos alcanzados en su cumpli-
miento. De la misma manera, reconoce el papel desempe-
ñado por las operaciones de mantenimiento de la paz y las
misiones de verificación y observación.

Acoge con beneplácito las transformaciones y los
progresos alcanzados en Centroamérica y reconoce que aún
existen grandes desafíos estructurales cuya superación está
estrechamente relacionada con los progresos en el desarrollo
humano, particularmente en la reducción y eventual er-
radicación de la extrema pobreza, la promoción de la
justicia económica y social, los progresos en la reforma
judicial y la protección de los derechos humanos, entre otras
cosas, y destaca la participación y las declaraciones de los
presidentes centroamericanos ante la Asamblea General en
cuanto a la decisión y a la voluntad política de hacer los
máximos esfuerzos para impulsar en forma gradual y
progresiva la Unión Centroamericana.

En la parte dispositiva, se toma nota con aprecio del
informe del Secretario General, subrayando la importancia
del nuevo Programa de Desarrollo, y se reconoce la necesi-
dad de continuar atendiendo la situación en Centroamérica
en apoyo a los esfuerzos nacionales y regionales para
superar las causas profundas que originaron los conflictos
y promover los objetivos de la Alianza para el Desarrollo
Sostenible en Centroamérica.

Se acoge con beneplácito los Acuerdos de Paz de
Guatemala, exhortando a todos sus sectores a continuar
aunando esfuerzos para consolidar la paz conforme al
espíritu y contenido de los acuerdos mencionados, y se
solicita al Secretario General, a los órganos y programas del
sistema de las Naciones Unidas y a la comunidad inter-
nacional que continúen apoyando y verificando esos acuer-
dos.

Reconoce la importancia del Sistema de la Integra-
ción Centroamericana como mecanismo para coordinar y
armonizar los esfuerzos regionales de integración económi-
ca, social, cultural, ambiental y política, alentando a sus
gobiernos a continuar con el cumplimiento de sus responsa-
bilidades históricas para la consolidación de una paz firme
y duradera en la región.

Reafirma la importancia de la cooperación internacio-
nal, en especial la de los órganos, fondos y programas del
sistema de las Naciones Unidas y de la comunidad coope-
rante, instándolos a que continúen apoyando los esfuerzos
centroamericanos para el logro de esos objetivos.
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Pide al Secretario General que continúe brindando el
apoyo más amplio a las iniciativas y actividades de los
gobiernos centroamericanos en la promoción de la paz y la
democracia mediante la ejecución del nuevo programa
integral de desarrollo sostenible y de la iniciativa para
constituir la Unión Centroamericana.

Asimismo, reitera el pleno reconocimiento al Secreta-
rio General, a sus representantes especiales, a los grupos de
países amigos para el proceso de paz en el Salvador y
Guatemala, al Grupo de Apoyo a Nicaragua, al diálogo
político y de cooperación con la Unión Europea y a los
demás países cooperantes por su apoyo y solidaridad en la
construcción de la paz, la democracia y el desarrollo sos-
tenible en Centroamérica.

Finalmente pide al Secretario General que presente un
informe sobre la aplicación de la resolución en el quincua-
gésimo tercer período de sesiones y decide incluir el tema
en el programa provisional del mismo.

El proyecto de resolución que presentamos refleja
fundamentalmente la etapa histórica que vive Centroaméri-
ca, sus necesidades y aspiraciones, sus fortalezas y debili-
dades, destacando la importancia de la cooperación interna-
cional, necesaria y complementaria para alcanzar los ob-
jetivos del programa regional, razón por la cual no tenemos
duda de que será aprobado sin votación, reiterando de esa
manera, una vez más, el apoyo y solidaridad de la
comunidad internacional representada en esta Asamblea
General.

El Presidente interino (interpretación del inglés): Doy
ahora la palabra al representante de México para que
presente el proyecto de resolución A/52/L.19/Rev.1.

Sr. Albín (México): El debate del tema 45 del progra-
ma se refiere a dos proyectos de resolución. Mi intervención
estará, pues, dividida en dos partes. La primera, hecha en
nombre de mi delegación, se refiere al proyecto de
resolución A/52/L.31, que acaba de ser presentado por el
Representante Permanente de El Salvador, Embajador
Ricardo Castaneda Cornejo.

Desde la firma de los Acuerdos de Esquipulas hace 10
años, hemos sido testigos de la actitud comprometida y de
la voluntad política de los países centroamericanos para
avanzar positivamente hacia la paz, la democracia y el
desarrollo. Los esfuerzos que han llevado a cabo estos
países en diversos campos para erradicar la confrontación,
lograr la desmilitarización, promover la apertura de nuevos
espacios políticos y sociales, fortalecer el estado de derecho

y poner en marcha reformas económicas orientadas a
profundizar el proceso de integración y apertura han conta-
do y seguirán contando con el decidido apoyo de México.

La responsabilidad y el crédito por las oportunidades
que ahora se abren a los países centroamericanos corres-
ponden fundamentalmente a sus pueblos y gobiernos. Al
mismo tiempo, el Gobierno de México desea reconocer
la invaluable labor del Secretario General, de sus represen-
tantes especiales y de todos los que han participado activa-
mente en este proceso.

Apreciamos con satisfacción los resultados positivos de
las diferentes misiones enviadas por las Naciones Unidas a
la región desde 1989, cada una de ellas creada para atender
situaciones y mandatos de carácter específico acordes con
las distintas etapas por las que ha atravesado el gran
esfuerzo de paz y reforma en la subregión. El respaldo
político de las Naciones Unidas y la contribución generosa
de la comunidad internacional han sido también compo-
nente esencial de esta alentadora transformación en
Centroamérica.

Nos complace observar que, gracias a los decididos
esfuerzos de todos los salvadoreños, la aplicación plena de
las medidas políticas, jurídicas y sociales contenidas en los
Acuerdos de Chapultepec está prácticamente al alcance de
la mano. Hacemos un fraternal llamado a la sociedad
salvadoreña toda a cerrar filas para ultimar esta etapa
del proceso de paz, desde luego histórica y, en muchos
sentidos, ejemplar.

A principios de este año acogimos con especial satis-
facción la firma del Acuerdo de Paz Firme y Duradera entre
el Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria
Nacional Guatemalteca (URNG) en diciembre de 1996, que
dio fin a un conflicto de más de tres décadas. Queremos
destacar la actuación de la Misión de Verificación de las
Naciones Unidas en Guatemala (MINUGUA) como otra
de las operaciones exitosas de nuestra Organización. El fun-
cionamiento de la MINUGUA y el compromiso de las
partes que ella encierra demuestran nuevamente que, cuando
está presente la voluntad política de las partes, las Naciones
Unidas pueden desempeñar un papel determinante de apoyo
para asegurar que los esfuerzos de los interesados se traduz-
can en resultados concretos. Confiamos en que las partes y
el pueblo en general no escatimarán esfuerzo alguno en la
aplicación plena y oportuna de los compromisos asumidos
en los Acuerdos de Paz.

La transmisión pacífica y democrática de poderes en
Nicaragua, celebrada el 11 de enero de 1997, es nueva
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muestra de la voluntad de su pueblo de consolidar la estabi-
lidad y las instituciones políticas y sociales. Invitamos a
todos los sectores de esta nación hermana a empeñarse en
la construcción de una sociedad que privilegie el diálogo y
que promueva la convergencia como base de un futuro de
certidumbre, concordia y desarrollo.

Nos complace constatar el alto nivel de compromiso
que han asumido los presidentes de los países centroameri-
canos hacia la integración, y bajo ese tenor saludamos con
beneplácito la decisión de continuar impulsando la creación
de la Unión Centroamericana, de conformidad con lo
acordado en la Declaración de Nicaragua, adoptada en
Managua el pasado 2 de septiembre. El objetivo será
promover los esfuerzos comunes para lograr el desarrollo
sostenible y hacer frente a los retos de la globalización.

El Gobierno de México desea subrayar nuevamente la
importancia que tienen en esta promisoria etapa de la
historia en Centroamérica la cooperación y la asistencia de
la comunidad internacional y de los diferentes organismos
especializados, fondos y programas de las Naciones Unidas.

Para concluir, el Gobierno de México desea ratificar su
decisión de continuar participando y colaborando, en la
medida de sus posibilidades, con los países centroamerica-
nos cuando así se nos solicite y en las áreas que ellos
mismos definan. México estará siempre dispuesto a trabajar
en la ampliación de las posibilidades magníficas que nos
ofrecen la historia, la geografía y la cultura para avanzar
con Centroamérica en un futuro de diálogo, convergencia y
beneficio recíproco.

En esta segunda etapa de mi intervención, constituye
para mí un honor presentar en nombre de los países copa-
trocinadores el proyecto de resolución contenido en el
documento A/52/L.19/Rev.1, intitulado “Misión de Verifi-
cación de las Naciones Unidas en Guatemala”. Además
de los países que figuran en el documento, los siguientes

países se han unido al copatrocinio de este proyecto de
resolución: Argentina, Austria, Bélgica, Canadá, Chile,
Dinamarca, Finlandia, Francia, Alemania, Grecia, Jamaica,
Singapur, Reino Unido y Costa Rica.

Como se podrá observar, el preámbulo de este proyec-
to de resolución se refiere a resoluciones adoptadas en el
pasado por esta Asamblea y a diferentes informes presenta-
dos por el Secretario General sobre los progresos en los
países centroamericanos en las áreas de paz, libertad,
democracia y desarrollo, así como sobre la labor de la
Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Guate-
mala (MINUGUA) y sobre sus recomendaciones para la
organización de la Misión en el futuro.

En el proyecto de resolución se expresa aliento por los
esfuerzos de las partes y de los sectores de la sociedad
guatemalteca en apoyo de los Acuerdos de Paz. Se reconoce
el apoyo de las partes a la MINUGUA, así como el respal-
do de la comunidad internacional para los proyectos y
programas derivados de los Acuerdos de Paz.

Deseo hacer especial énfasis en que en el preámbulo
se recuerda también la solicitud de las partes para que la
duración del mandato de la MINUGUA sea la misma que
la del Acuerdo sobre el cronograma para la implementación,
cumplimiento y verificación de los Acuerdos de Paz, es
decir, cuatro años, de 1997 al año 2000.

En la parte dispositiva se expresa satisfacción y
beneplácito por los diferentes informes presentados por el
Secretario General sobre el proceso de paz y la labor de
la MINUGUA. Se exhorta a las partes a que sigan cum-
pliendo los compromisos contraídos, en particular
aquellos incluidos en la segunda fase del Acuerdo sobre el
cronograma.

En el texto se insta a las partes y a todos los sectores
de la sociedad guatemalteca a incrementar sus esfuerzos en
favor del consenso, la reconciliación y el desarrollo, pres-
tando especial atención a los sectores más vulnerables de la
sociedad.

En el proyecto de resolución se decide prorrogar el
mandato de la MINUGUA del 1º de abril al 31 de diciem-
bre de 1998. Al mismo tiempo, se pide al Secretario
General que presente a la Asamblea General en su quincua-
gésimo tercer período de sesiones un informe actualizado
con sus recomendaciones para la estructura y composición
del personal para la MINUGUA después del 31 de diciem-
bre de 1998.
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Finalmente, se invita a la comunidad internacional a
seguir apoyando el proceso de paz en Guatemala, especial-
mente mediante contribuciones voluntarias al Fondo Fidu-
ciario establecido para ese fin. Se pide, además, al Secreta-
rio General que mantenga plenamente informada a la
Asamblea sobre la aplicación del presente proyecto de
resolución.

Los copatrocinadores deseamos aprovechar esta opor-
tunidad para expresar nuevamente nuestro reconocimiento
al Secretario General y a la Dependencia de Guatemala del
Departamento de Asuntos Políticos de la Secretaría por su
labor y apoyo. Igualmente, deseamos dejar constancia de
nuestro aprecio sincero a la contribución de la MINUGUA
al proceso de paz y al compromiso y dedicación de todos
los hombres y mujeres que integran el personal de la
Misión.

Una apreciación de conjunto permite afirmar que el
proceso de paz en Guatemala avanza y va en la dirección
correcta. Las partes y el pueblo guatemalteco en general
continúan dando testimonio de su compromiso por construir
una sociedad de paz, libertad, democracia y desarrollo.
Debemos reconocer, al mismo tiempo, que el camino no
está exento de retos. Es por ello que las partes, el pueblo
guatemalteco y la comunidad internacional debemos, dentro
de lo que a cada uno corresponde, contribuir con firme
voluntad y determinación a asegurar la continuación y la
culminación exitosas del proceso de paz en Guatemala.

El futuro promisorio que la paz ofrece a un pueblo que
busca afanosamente ampliar las avenidas del diálogo, la
concordia y el desarrollo ha sido, y debe seguir siendo, el
objetivo superior que oriente las acciones de las partes y la
colaboración de todos nosotros.

Por estas razones, los copatrocinadores hacemos una
cordial invitación a los Estados Miembros a dar una nueva
muestra del compromiso de nuestra Organización con el
proceso de paz guatemalteco. Confiamos en que, en su
momento, el proyecto de resolución que he tenido el honor
de presentar contará con el apoyo unánime de la Asamblea
General.

Sra. Aguiar (República Dominicana): La República
Dominicana, como país copatrocinador de ambos proyectos
de resolución, se asocia enteramente a lo que ha sido ya
expresado por los representantes de El Salvador y de
México.

La conquista de la libertad y de la democracia y el
restablecimiento de la paz en las naciones latinoamericanas

y caribeñas han representado un jalón histórico de enorme
trascendencia en términos continentales que es el más
importante, quizás, de esta etapa final del siglo XX.

Como parte de este proceso, es una realidad innegable
que se han fortalecido las relaciones y la cooperación entre
los países centroamericanos y los organismos internaciona-
les. Se han superado las dificultades propias de un período
hoy llamado felizmente época pasada, que afectó a buena
parte de las naciones de esa región. Y aunque encontremos
todavía reminiscencias de esos duros tiempos, Centroaméri-
ca está cada vez más unida para seguir por el camino
irreversible hacia la justicia y la democracia.

Centroamérica se vuelve así una región de confianza,
merecedora del apoyo y la cooperación internacional que se
requieren para acelerar el proceso hacia la normalización
definitiva de sus instituciones y el desarrollo económico.
Preservar la estabilidad lograda a base de sacrificios consti-
tuye para esos pueblos un desafío cotidiano cuya esperada
meta es la solidificación de un nuevo sistema económico
integrado.

Es en ese contexto que Centroamérica está labrando
una compleja y duradera red de cooperación recíproca hacia
el desarrollo que incluye amplios y ambiciosos proyectos,
como el de privatización de empresas públicas o la imple-
mentación de reformas tendentes a flexibilizar sus sistemas
de producción, así como la decisión común de apostar a la
competitividad y la toma de medidas hacia la preservación
y afianzamiento de sus instituciones.

La República Dominicana, país que también ha tenido
que luchar para convertirse paulatinamente en un verdadero
estado de derecho, garante de paz, de las libertades públi-
cas, de la justicia social, del progreso y del bienestar
general, se une en el esfuerzo y anhelo de quienes quieren
decididamente convertir en una realidad permanente los
objetivos y propósitos en vías de ser alcanzados en la región
centroamericana. Pero la República Dominicana está
consciente de que la estabilidad y credibilidad de un sistema
democrático depende no solamente de la propia voluntad
sino de muy variados factores políticos, económicos,
sociales, culturales y ambientales.

Cuidadoso de esta realidad, mi país se siente honrado
al haberse unido en calidad de socio al grupo de países del
Sistema de la Integración Centroamericana (SICA). Con
este acertado paso, que es al mismo tiempo un desafío, la
República Dominicana, conjuntamente con el grupo centro-
americano, responde a las naturales expectativas de nuestros
pueblos con la creación de un nuevo espacio de integración
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que, de una manera que no tiene precedentes, una a nuestros
países procurándonos vías tangibles para el desarrollo pleno
de nuestras sociedades.

Tan recientemente como en el mes de noviembre
pasado, se celebró en la República Dominicana la Cumbre
de Jefes de Estado y de Gobierno Centroamericanos, de
Belice y de mi propio país. Resultado de este histórico
encuentro es la importante declaración denominada
Declaración de Santo Domingo. Por medio de este impor-
tante documento se establecen acciones concretas para
la conformación de un mercado ampliado más competitivo
y con mayores oportunidades de captación de inversiones,
así como las bases que definirán posiciones políticas
conjuntas para colaborar en nuestros desarrollos econó-
micos sostenibles y para fortalecer nuestros sistemas
democráticos.

Nuestros países, además, se han comprometido a aunar
sus esfuerzos para tratar de combatir males comunes, como
el flagelo del narcotráfico, y para prevenir y reprimir los
delitos del lavado de dinero y de activos relacionados con
el tráfico ilícito de drogas y delitos conexos.

Como se aprecia, estamos seriamente dispuestos a
materializar estos articulados en hechos, conscientes de la
necesidad de superar las frustraciones del pasado y de hacer
realidad las esperanzas de los que han depositado su con-
fianza en los acuerdos de paz y estabilidad de la región
centroamericana.

Es importante, entonces, velar por la consolidación de
la paz y la seguridad en la zona centroamericana. Es
necesario que las Naciones Unidas y la comunidad interna-
cional continúen apoyando y verificando la implementación
de todos los acuerdos de paz firmados en Guatemala.
Estamos seguros de que la permanencia de la Misión de
Verificación de las Naciones Unidas en Guatemala (MINU-
GUA) ayudará a la fiel realización de una paz firme y
duradera en este querido y hermano país.

Esperamos, finalmente, que el presente proyecto de
resolución sea aprobado por esta augusta Asamblea General,
pues se trata de que con este nuevo empeño se cree un
nuevo cuerpo de ideas que proporcione sentido, seguridad
y dirección al loable esfuerzo de la población centroameri-
cana. Albergamos alentadores sueños que nos ayuden a
construir nuevas esperanzas para conquistar inéditas metas
de progreso y bienestar.

Para terminar esta declaración, permítaseme citar el
credo de esta gloria de la literatura universal y Premio

Nobel, el escritor guatemalteco Miguel Ángel Asturias, en
los Ancestros del Futuro:

“Creemos en la comunión de los hombres que comul-
gan con el pueblo. Sólo el pueblo concede la libertad
a los hombres.”

Sr. Wolzfeld (Luxemburgo) (interpretación del fran-
cés): Tengo el honor de hacer uso de la palabra en nombre
de la Unión Europea sobre el tema de la situación en
Centroamérica. Los países de Europa central y oriental
asociados a la Unión Europea —Bulgaria, Estonia, Hungría,
Letonia, Lituania, Polonia, la República Checa, Rumania,
Eslovaquia y Eslovenia— y el país asociado Chipre se
suman a esta declaración.

Por primera vez en mucho tiempo la paz reina en
todos los países de Centroamérica. Los gobiernos y los
pueblos de esos países han proseguido sus esfuerzos por
lograr la paz, la democratización y la reconciliación de sus
poblaciones. La Unión Europea da las gracias al Secretario
General por el detallado informe que ha presentado sobre
los progresos realizados durante el año transcurrido en los
países de Centroamérica en aras de la paz, la libertad, la
democracia y el desarrollo.

Por lo que respecta a la situación en Guatemala, la
Unión Europea se felicita por la voluntad de las partes de
cumplir los compromisos derivados de los Acuerdos de Paz
entre el Gobierno y la Unidad Revolucionaria Nacional
Guatemalteca (URNG), a pesar de las dificultades que
persisten. Saludamos en especial el hecho de que la primera
fase del Acuerdo sobre el cronograma para la implementa-
ción, cumplimiento y verificación de los Acuerdos de Paz,
concerniente en especial a la cesación del fuego y a la
desmovilización de los miembros de la URNG, haya podido
llevarse a cabo con éxito.

La Unión Europea espera que la segunda fase del
Acuerdo, relativa esencialmente a las inversiones sociales,
la reforma de la administración pública, el desarrollo rural,
la reforma fiscal y la reestructuración de las fuerzas del
orden público y de las fuerzas armadas, también pueda
llevarse a cabo en los plazos establecidos.

Por lo que concierne a la situación de los derechos
humanos, el Secretario General subraya en su informe la
voluntad del Gobierno de combatir la impunidad de los
responsables de violaciones de los derechos humanos. La
desmovilización de estructuras de apoyo a la contrainsur-
gencia también ha contribuido a un mayor respeto de los
derechos humanos. No obstante, la situación sigue siendo
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precaria, habida cuenta de la debilidad de las instituciones
encargadas de prevenir, investigar y enjuiciar graves delitos
y violaciones de los derechos humanos, así como de la
persistente ola de delincuencia.

En este contexto, la Unión Europea se felicita por el
hecho de que la Comisión para el esclarecimiento histórico
de las violaciones a los derechos humanos perpetradas
durante los largos años de guerra, que fue creada en virtud
del Acuerdo de Oslo de junio de 1994, haya podido por fin
establecerse oficialmente en Guatemala el 31 de julio de
1997. La Unión pide a las autoridades guatemaltecas y a
todas las instituciones interesadas que cooperen plenamente
con la Comisión.

También nos preocupa la debilidad institucional, ya
que la creación de instituciones sólidas es la condición
necesaria para el éxito del proceso de paz. Por tanto,
la Unión Europea apoya sin reservas las actividades de
la Misión de Verificación de las Naciones Unidas en
Guatemala (MINUGUA), cuya función principal es garanti-
zar la aplicación integral de los acuerdos durante un período
de cuatro años, desde 1997 a finales del año 2000. En este
contexto, acogemos favorablemente la reestruc-turación de
la MINUGUA tendiente a reforzar las instituciones y la
eficacia en la esfera de la verificación, lo que le permitirá
desempeñar su mandato de manera más eficiente.

Finalmente, la Unión Europea rinde un homenaje a la
voluntad y el compromiso manifestados por todas las partes
interesadas con miras a construir juntas en Guatemala una
sociedad democrática basada en la primacía del derecho. Es
esencial que en los próximos meses las partes, las institu-
ciones nacionales y la sociedad en su conjunto cooperen a
fin de convertir en realidad esas transformaciones complejas
y profundas.

Por lo que respecta a la situación en El Salvador, la
Unión Europea se felicita por el hecho de que se haya
podido mantener el impulso del proceso de paz y se hayan
establecido las condiciones que sirven como base de una
consolidación progresiva de la democracia, de la primacía
del derecho y del respeto a los derechos humanos. El
proceso de paz ha permitido abrir un espacio de participa-
ción democrática, ha conducido a importantes progresos
hacia la reconciliación nacional y ha generado un nuevo
clima de tolerancia en el país.

Según el informe del Secretario General, la creación o
la reforma de las instituciones de conformidad con las
disposiciones de los acuerdos de paz ha representado un
importante elemento en la consolidación del proceso de paz.

En ese sentido, la Unión Europea subraya la importancia de
la labor de la Procuraduría Nacional para la Defensa de los
Derechos Humanos y le presta su apoyo. También conside-
ramos que la consolidación de la Policía Nacional Civil y
la presencia de una Corte Suprema de Justicia independiente
constituyen grandes logros. Sin embargo, el público cada
vez parece más descontento con la administración de la
justicia, debido a la permanencia de unos niveles alarmantes
de delincuencia común. Las deficiencias en este sector
siguen constituyendo un obstáculo fundamental para una
verdadera democratización.

Además, parece ser necesario realizar reformas adicio-
nales en la esfera de la seguridad pública, en especial por
lo que concierne al desarrollo institucional de la Policía
Nacional Civil y de la Academia Nacional de Seguridad
Pública, instituciones a las que la Unión Europea presta
apoyo técnico y financiero. También se deben realizar
esfuerzos adicionales en la esfera de la reforma del sistema
electoral. Desde este punto de vista, la aplicación de las
recomendaciones de la Comisión Multipartidaria es particu-
larmente importante, en especial habida cuenta de las
elecciones presidenciales previstas para 1999.

La Unión Europea se felicita por los importantes
avances realizados en la esfera de los derechos humanos, en
especial por la disminución del número de ejecuciones
arbitrarias o de carácter político, a pesar de la persistencia
de las tensiones.

El camino hacia el restablecimiento y la consolidación
de la paz en El Salvador ha estado muy condicionado por
la presencia de las Naciones Unidas, encargadas de verificar
la plena ejecución de los acuerdos de paz en el transcurso
de estos últimos años. Habida cuenta de lo avanzada que se
encuentra esta tarea, la Unión Europea, acogió
favorablemente el establecimiento, hasta el 31 de diciembre
de 1997, de una dependencia de apoyo dentro del cuadro
orgánico de la oficina del Programa de las Naciones Unidas
para el Desarrollo, en sustitución de la Oficina de las
Naciones Unidas para la Verificación, que se había encar-
gado de supervisar la ejecución de los elementos pendientes
de los acuerdos de paz. Teniendo en cuenta que algunos de
los elementos del proceso de paz todavía no se han aplica-
do, la Unión Europea acogería con beneplácito la prórroga
de la dependencia de apoyo, incluso a menor escala, durante
un período adicional cuya duración determinaría el
Secretario General.

Estamos convencidos de que la participación de la
comunidad internacional, mediante la presencia de las
Naciones Unidas y la obra tan constructiva del Grupo de

18



Asamblea General 66ª sesión plenaria
Quincuagésimo segundo período de sesiones 8 de diciembre de 1997

Amigos de El Salvador, contribuirá de manera positiva a la
finalización del proceso de paz en El Salvador. La Unión
Europea celebra los esfuerzos concertados de las Naciones
Unidas por lograr la consolidación de la paz en Centroamé-
rica, y espera que la Organización continúe aprovechando
las experiencias acumuladas en materia de coordinación
entre los diferentes departamentos y órganos del sistema de
las Naciones Unidas.

En febrero de 1997 tuvo lugar en La Haya la XIII
Conferencia Ministerial del Proceso de San José sobre el
diálogo político y la cooperación económica entre la Unión
Europea y los Estados miembros del Sistema de la Integra-
ción Centroamericana (SICA). Con ocasión de esa confe-
rencia, la Unión Europea subrayó una vez más la importan-
cia que otorga a la continuación de la cooperación y el
diálogo con los países de Centroamérica. Por lo tanto, la
Unión Europea celebra los nuevos progresos realizados en
la consolidación del proceso de paz y de la democratización
en esa región.

Sr. Tanaka (Japón) (interpretación del inglés): Hace
aproximadamente un año, el 29 de diciembre de 1996,
presenciamos un acontecimiento verdaderamente histórico:
el Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria
Nacional Guatemalteca (URNG) firmaron el Acuerdo de
Paz Firme y Duradera. Alienta mucho al Gobierno del
Japón que, como resultado de ese Acuerdo, la paz y la
democracia se estén consolidando en Guatemala. Deseo
aprovechar esta oportunidad para rendir un gran homenaje
a Su Excelencia el Presidente de Guatemala, Sr. Arzú, y
a la Misión de Verificación de las Naciones Unidas en
Guatemala (MINUGUA), así como a los países del Grupo
de Países Amigos del Proceso de Paz de Guatemala y,
por cierto, a todos aquellos cuyos abnegados esfuerzos a
lo largo de muchos años por fin pusieron coto a un
conflicto que había durado más de tres decenios.

El Japón encomia también a los Gobiernos y los
pueblos de Nicaragua y de El Salvador por haber puesto
fin a los conflictos en sus propios países y valora sus
esfuerzos, que han contado con la asistencia del Pro-grama -
de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y de
otros órganos de las Naciones Unidas, para promover la
democracia y la reconstrucción económica en sus países.

La paz y la estabilidad pueden por fin prevalecer en
toda Centroamérica. Sin embargo, somos bien conscientes
de que siguen existiendo en la región muchos problemas
sociales y económicos. Por consiguiente, el Japón acoge con
beneplácito el hecho de que los países de la región estén
trabajando conjuntamente para promover relaciones

de confianza mutua y cooperación para el desarrollo
regional. En especial, el Sistema de la Integración Centro-
americana (SICA) desempeña un papel valioso en el fortale-
cimiento de la estabilidad y el desarrollo de la región,
dándonos motivos para ser optimistas respecto de la
posibilidad de que el proceso de democratización y el
desarrollo de las economías de mercado continúen en toda
Centroamérica.

Al mismo tiempo, consideramos necesario que la
comunidad internacional continúe brindando cooperación
para asegurar que los pueblos de Centroamérica puedan
ganar su sustento en paz y libertad y esperar un futuro más
próspero.

Por su parte, el Japón brinda cooperación bilateral para
la democratización y la reforma económica en la región. En
el ejercicio fiscal de 1995 habíamos contribuido un total de
230 millones de dólares a países de la región. Además, a fin
de fortalecer el entendimiento mutuo y la cooperación en
varias esferas, estamos convocando reuniones periódicas de
expertos gubernamentales del Japón y de países
centroamericanos para debatir una amplia gama de cues-
tiones de interés común para todos nosotros. La próxima
reunión está prevista para comienzos del año próximo.

Habida cuenta de la gran importancia que el Japón
otorga a la paz, la estabilidad y la prosperidad continuas en
Centroamérica, mi delegación apoya los proyectos de
resolución presentados a la Asamblea General con arreglo
a este tema del programa.

Sr. Amorim (Brasil): Los dos proyectos de resolución
correspondientes al tema 45 del programa, que vamos a
considerar hoy, constituyen un ejemplo de lo que puede ser
la actuación de las Naciones Unidas en la época actual.

El primer proyecto, el A/52/L.19/Rev.1, sobre la
Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Guate-
mala (MINUGUA), fue presentado por el Representante
Permanente de México en nombre del Grupo de Amigos del
proceso de paz guatemalteco. El pueblo y el Gobierno del
Brasil, que acompañaran de cerca la presencia de obser-
vadores militares y de policía brasileños en el antiguo
componente militar de la MINUGUA, se solidarizan con esa
iniciativa.

De acuerdo con el proyecto, la Asamblea General, en
atención a la solicitud de las partes en el Acuerdo de Paz
Firme y Duradera, prorroga el mandato de la MINUGUA
hasta el 31 de diciembre de 1998. De esa forma, se pueden
programar con mayor seguridad los fondos necesarios para
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el funcionamiento de la MINUGUA bajo el presupuesto
ordinario de la Organización. Cabe recordar que los Acuer-
dos de Paz de Guatemala prevén la presencia de las Nacio-
nes Unidas por un período de cuatro años, hasta el final del
año 2000.

Se garantiza en bases más solidas, por lo tanto, el
apoyo de las Naciones Unidas al proceso de paz en el
momento crítico en que la sociedad guatemalteca debe
enfrentar las tareas de la segunda fase de la ejecución de los
Acuerdos de Paz. Se obtiene una mayor previsibilidad sin
que la Asamblea General abdique su responsabilidad
de considerar los informes periódicos que el Secretario
General presentará sobre el tema.

Debemos preguntarnos si los procedimientos emplea-
dos en el caso de la MINUGUA, más allá de su significa-
ción para Guatemala y para Centroamérica, no representan
un precedente importante para otras situaciones. Me refiero
en particular a aquellos casos en que la tarea de las
Naciones Unidas consiste en prestar apoyo a la reconstruc-
ción política, social y económica de naciones en las que
se pone en marcha un proceso de paz, lo que se pasó a
llamar, de forma todavía no completamente definida,
“consolidación de la paz después de los conflictos”.

En esos casos, la amplitud y la diversidad de las
tareas de reconstrucción requieren la participación activa
de diversos componentes del sistema de las Naciones
Unidas dedicados al desarrollo económico y social. Nos
parece evidente que la Asamblea General es el órgano
mejor posicionado para ejercer las funciones de autorización
y supervisión de una operación de ese género. Se evitaría de
ese modo la inserción en el apretado programa del Consejo
de Seguridad de cuestiones que, según la Carta, no le
deberían tocar. Podemos preguntarnos si en el programa del
Consejo no hay más de un caso que debería sin demora
transferirse a la Asamblea General y si no son sólo conside-
raciones financieras, en verdad no relacionadas con el
mérito del asunto, las que impidieron hasta ahora que eso
se hiciera.

Me gustaría resaltar la importancia que el Brasil
atribuye al éxito del proceso de paz en la hermana nación
guatemalteca. La paz en Guatemala constituye en la hora
presente la clave de la consolidación de la paz en Centro-
américa, una región en la cual, como señaló el Secretario
General en su informe A/52/344, por primera vez en
decenios ninguno de los países sufre los efectos de un
conflicto interno.

Eso nos lleva a pasar a la consideración del proyecto
de resolución A/52/L.31, presentado por el Representante
Permanente de El Salvador y que el Brasil tuvo el honor de
copatrocinar. En él se señalan los progresos alcanzados por
la región desde la firma del Acuerdo de Esquipulas II; la
dimensión de los retos presentes, sobre todo en las áreas de
modernización institucional, progreso social e integración
regional, y la importancia de la cooperación internacional,
incluido el apoyo de las Naciones Unidas.

Quizás no hubo región o subregión tan beneficiada por
el fin de la guerra fría como Centroamérica. Las naciones
de Latinoamérica, en el ámbito del Grupo de Contadora, el
Grupo de Apoyo, el Grupo de Río y la Organización de los
Estados Americanos (OEA), hicimos todo lo posible para
persuadir a las fuerzas extrarregionales de que deberían
abstenerse de agravar los conflictos centroamericanos. Sin
embargo, fue necesario esperar la efectiva distensión entre
las superpotencias para que empezara a dar fruto la energía
pacificadora de las propias naciones centroamericanas, bajo
el impulso, notablemente, del ex Presidente de Costa Rica
y Premio Nobel de la Paz, Oscar Arias.

El pueblo brasileño, que envió a sus hijos para misio-
nes de paz en El Salvador y Guatemala, y para acciones
de desminado en Nicaragua, acompañó de cerca los aconte-
cimientos de Centroamérica. Hoy, los desafíos enfrentados
por las naciones del istmo no son fundamentalmente
distintos de los que intenta superar toda Latinoamérica:
la construcción de sociedades más justas y solidarias,
el respeto a los derechos humanos, el funcionamiento de
las instituciones democráticas, la inserción productiva
en la economía mundial, y la integración regional y
subregional.

Nos sentimos solidarios y participantes en los retos de
nuestros hermanos centroamericanos. Trabajamos por una
Latinoamérica integrada, justa, próspera y pacífica, que cada
vez más desempeñe un papel constructivo en la solución de
los grandes problemas mundiales. Quizás el éxito de la
pacificación de Centroamérica, y las lecciones resultantes,
sean una de las contribuciones que nuestros países pueden
ofrecer a la comunidad internacional.

Con ese espíritu, el Brasil participará en el Consejo de
Seguridad en el bienio 1998-1999. En nuestro primer año en
el Consejo, compartiremos la representación de la región
con la nación centroamericana de Costa Rica. Contamos
actuar en consonancia plena y constante con los ideales y
las aspiraciones de todas las naciones de Latinoamérica y el
Caribe.
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Sr. Arias (España): En este mismo debate ha interve-
nido el Representante de Luxemburgo en nombre de la
Unión Europea. Mi delegación se identifica plenamente con
su declaración. Deseo, no obstante, hacer unas observacio-
nes adicionales, al ser España miembro del Grupo de
Amigos del proceso de paz guatemalteco.

Mi delegación acoge con satisfacción el informe del
Secretario General de 31 de octubre de 1997, que describe
de forma detallada la labor de la Misión de Verificación de
las Naciones Unidas en Guatemala (MINUGUA) en el
desempeño de su mandato, solicitado por las partes y
consistente en verificar todos los acuerdos firmados entre el
Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria
Nacional Guatemalteca (URNG) hace ya un año, así como
en realizar buenos oficios y actividades de asesoramiento e
información pública.

El mandato de la MINUGUA abarca, por tanto, un
período de cuatro años, tal como establece el Acuerdo sobre
el cronograma para la implementación, cumplimiento y
verificación de los Acuerdos de Paz, es decir, hasta finales
del año 2000. España, como el resto de la comunidad
internacional, ha hecho suyo este compromiso de velar por
que la verificación internacional llegue a buen término en
los plazos establecidos por las partes.

El proyecto de resolución A/52/L.19, en su versión
revisada, prorrogaría el mandato de la MINUGUA hasta el
31 de diciembre de 1998. Mi delegación hubiese preferido
que la Asamblea General autorizase la prórroga del mandato
de la Misión de acuerdo con las recomendaciones del
Secretario General. No obstante, entendemos que la necesa-
ria cohesión del Grupo de Amigos y la realidad que nos
impone la crisis financiera de la Organización nos hayan
llevado a presentar este proyecto de resolución revisado.
España, junto con el resto del Grupo de Amigos, ha copa-
trocinado el proyecto de resolución. Con ello, reafirmamos
nuestro apoyo activo a la labor de la MINUGUA y el com-
promiso renovado con las partes y el pueblo guatemal-
teco para consolidar los logros del proceso de paz y
asentar los cimientos para la reconciliación y la recons-
trucción nacionales y la democracia en un estado de
derecho.

Deseo aprovechar esta ocasión para reiterar la impor-
tancia de que esta tarea sea compartida solidariamente por
todas las fuerzas sociales y políticas, el Gobierno y las
instituciones y el pueblo entero de Guatemala, que en todo
momento contarán con el aliento y apoyo de mi país.

Como bien indica el Secretario General en su informe,
durante la segunda fase de la aplicación de los Acuerdos
de Paz, que está siendo verificada por la MINUGUA, las
instituciones nacionales y la sociedad en su conjunto
deberían actuar enérgicamente para que las diversas y
ambiciosas transformaciones en campos tales como las
inversiones sociales, la modernización de las instituciones
del Estado, la reforma de la administración pública y del
sistema fiscal, el desarrollo rural y la reestructuración de
la seguridad pública y de la defensa nacional se conviertan
en realidad.

Sr. Aass(Noruega) (interpretación del inglés): Como -
miembro del Grupo de Amigos del proceso de paz guate-
malteco, Noruega celebra los progresos que se han hecho en
la aplicación de los Acuerdos de Paz en Guatemala desde
que se firmó el Acuerdo de Paz Firme y Duradera, hace
casi un año. Resulta especialmente alentador que la des-
movilización se haya producido sin tropiezos y según el
calendario previsto. Es justo que felicitemos al Gobierno de
Guatemala, a la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemal-
teca (URNG) y, sin duda, a las Naciones Unidas, por el
éxito en la conclusión del proceso de desmovilización.

También tomamos nota con satisfacción de que la
comisión establecida en virtud del Acuerdo de Oslo para
investigar las violaciones a los derechos humanos cometidas
durante el conflicto ha emprendido ya su difícil tarea.
Noruega ha contribuido en 1997 con 1.250.000 dólares a
la labor de dicha comisión. La asistencia de Noruega a
Guatemala correspondiente a 1997 ascenderá aproximada-
mente a 15 millones de dólares.

Noruega otorga la máxima importancia a la Misión
de Verificación de las Naciones Unidas en Guatemala
(MINUGUA) y sigue apoyando su labor, que abarca una
importante gama de cuestiones relacionadas con la aplica-
ción de los Acuerdos de Paz, especialmente las que se
refieren a los derechos humanos.

Todos sabemos que Guatemala todavía enfrenta difi-
cultades graves para la aplicación de todos los elementos de
los acuerdos de paz y para la creación de una sociedad que
satisfaga las aspiraciones de su pueblo. Esta tarea seguirá
exigiendo esfuerzos ingentes del Gobierno y de todos los
sectores de la sociedad guatemalteca. También seguirá
exigiendo el apoyo continuado de la comunidad internacio-
nal. Es sumamente importante que se mantenga el impulso
del proceso de aplicación, para que puedan iniciarse y
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llevarse a cabo las reformas pendientes necesarias. Como
miembro del Grupo de Amigos, Noruega seguirá cumplien-
do su compromiso especial.

Durante los más de cinco años transcurridos desde la
firma de los Acuerdos de Chapultepec, hemos presenciado
un fecundo proceso de consolidación de la paz en El
Salvador. La función de las Naciones Unidas en este
proceso ha sido de una importancia capital. Como un medio
para consolidar el proceso de paz, Noruega ha apoyado la
presencia y las actividades de las Naciones Unidas en El
Salvador y ha contribuido con ellas. Además, seguimos
participando en el adiestramiento de la Policía Civil
Nacional.

Habida cuenta de que aún se requiere alguna forma
de presencia internacional en El Salvador, Noruega ha
respaldado la continuación de la dependencia de apoyo
dentro del marco del Programa de las Naciones Unidas para
el Desarrollo (PNUD), con el fin de asegurar el necesario
seguimiento de los elementos de los acuerdos de paz que
todavía no se han aplicado.

Sr. Hu Zhaoming(China) (interpretación del chino):
Señor Presidente: Le agradecería que aclarara una cuestión
técnica relativa al proyecto de resolución A/52/L.19/Rev.1.
En virtud del párrafo 6 la Asamblea renovaría el mandato
de la Misión de Verificación de las Naciones Unidas en

Guatemala hasta el 31 de diciembre de 1998. Sin embargo,
en la versión del proyecto de resolución en chino se da la
fecha del 31 de diciembre de 1999, y he observado que, en
sus declaraciones, algunos representantes también mencio-
naron esta última fecha.

El Presidente interino (interpretación del inglés): Se
ha tomado debida nota de la observación del representante
de China.

Sr. Macedo (México): Con respecto a la aclaración
solicitada por el representante de China, me permito comu-
nicar, en nombre de los copatrocinadores, que la fecha
correcta es la que figura en el proyecto de resolución
A/52/L.19/Rev.1: el 31 de diciembre de 1998.

El Presidente interino (interpretación del inglés): Doy
las gracias al representante de México por la aclaración.

Quisiera informar a los miembros que la decisión sobre
los proyectos de resolución presentados en el contexto de
este tema será adoptada en una fecha posterior, que se
anunciará, a fin de permitir que se analicen las consecuen-
cias para el presupuesto por programas.

Se levanta la sesión a las 12.30 horas.
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